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APELACIÓN acogida 
como CERTIORARI1 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, Sala 
de San Juan. 
 
Criminal núm.:  
K LE2016G0146. 
 
Sobre: 
Art. 3.1 de la Ley Núm. 
54, reclasificado a  
tentativa. 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, la Jueza 
Soroeta Kodesh y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de septiembre de 2018. 

La parte peticionaria, Rodolfo de Peña José (Sr. Peña), instó el 

presente recurso el 26 de marzo de 2018.  En él, impugnó la resolución 

emitida el 25 de enero de 2017, y notificada el 31 de enero de 2017, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan2.  Mediante esta, el foro 

primario denegó la solicitud del Sr. Peña para que se dejara sin efecto la 

alegación de culpabilidad que realizó, por el fundamento de que no fue 

asesorado adecuadamente por su representante legal en cuanto a las 

consecuencias de esta sobre su estatus migratorio3.   

Evaluados los autos a la luz del derecho aplicable, y por los 

fundamentos que expondremos a continuación, expedimos el auto de 

                                                 
1 A pesar del recurso ser acogido como un certiorari el 12 de junio de 2018, conserva la 
identificación alfanumérica original asignada por la Secretaría del Tribunal de Apelaciones. 
 
2 El 15 de febrero de 2017, la parte peticionaria presentó una solicitud de reconsideración, 
que fue declarada sin lugar mediante una resolución emitida el 21 de febrero de 2017, y 
notificada el 22 de febrero de 2017. 
 
3 A raíz de ello, la parte peticionaria también solicitó que se dejara sin efecto la sentencia 
emitida el 25 de enero de 2017, y notificada el 31 de enero de 2017, por el foro recurrido.  
En ella, ordenó el archivo y sobreseimiento del caso contra el Sr. Peña, por este haber 
cumplido con lo establecido en el Art. 3.6 (desvío del procedimiento) de la Ley Núm. 54 de 
15 de agosto de 1989, Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica, 
8 LPRA sec. 636.   
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certiorari4, revocamos la determinación recurrida y devolvemos para la 

continuación de los procedimientos, cónsono con lo aquí resuelto.  

I. 

A raíz de unos hechos ocurridos el 17 de abril de 2016, el Sr. Peña, 

quien es de nacionalidad dominicana y residente permanente de los 

Estados Unidos de América (EE UU) desde el año 2010, fue acusado de 

violentar el Art. 3.1 (maltrato) de Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, 

Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica (Ley 

Núm. 54), 8 LPRA sec. 631.  El 30 de agosto de 2016, el foro impugnado 

celebró una vista en la que el Sr. Peña hizo una alegación de culpabilidad 

por tentativa al citado Art. 3.1 de la Ley Núm. 54, acorde con la orientación 

legal brindada por su entonces representante legal, Lic. Ángel Vital 

Vázquez (Lic. Vital).   

En la mencionada vista, el Lic. Vital vertió para el récord el 

asesoramiento que brindó al Sr. Peña sobre las posibilidades de que fuera 

deportado.  A saber: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Señora Juez… 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Quisiera un minuto traer a colación que también quiero dejar 
para el récord que se le explicó a Rodolfo… 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
…tanto por este servidor como por… ¿el nombre de ella? 
 
COORDINADORA  
Diana Rullán 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Por Diana… 
 
HON. JUEZ 
Por la coordinadora, ajá. 
 

                                                 
4 Lo anterior, debido a que la determinación recurrida es contraria a derecho.  Véase, 
Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Sí, le explicamos el proceso de las posibilidades por el hecho 
de él ser extranjero… 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
…residente legal, pero extranjero. 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
El tiempo que conlleva una deportación. 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Que, aunque la alegación, la pena sugerida es menos de un 
año y… tengo aquí quince días 
 
HON. JUEZ 
Ajá, sí, porque estoy haciendo alegación por… la pena de 
cárcel sería de diez meses quince días… 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Correcto. 
 
HON. JUEZ 
…de no cualificar para el desvío. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Correcto, sí, referido al desvío, pero se le explicó que es 
discrecional de…verdad, de la Agencia Federal de 
Inmigración.  (Ininteligible) de que es caso a caso; por lo 
menos esa es la experiencia de la Coordinadora de 
Desvío.  Todo eso se le explicó a él y a su hermano que 
estaba presente. 
.              .            .             .            .            .            .             .  

 
(Énfasis nuestro)5.   

Además, el foro recurrido impartió las correspondientes 

advertencias previo a aceptar la alegación de culpabilidad del Sr. Peña, 

cual exigido por la Regla 70 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA, R. 706.  

                                                 
5 Véase, apéndice 8 del recurso de certiorari, vista del 30 de agosto de 2016, a las págs. 
152, 167-169.  (Énfasis nuestro). 
 
6 Específicamente, el foro impugnado consignó: 
 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
HON. Juez 
Pues, aún cuando su abogado se lo explicó, yo tengo que entonces 
hacerle la misma advertencia.  Que se le advierte que una convicción por 
el delito por el cual se le acusa puede traer como consecuencia la 
deportación, la exclusión de admisión a los Estados Unidos o la 
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Así las cosas, el Tribunal de Primera Instancia aceptó la alegación del Sr. 

Peña y lo declaró culpable por tentativa al Art. 3.1 de la Ley Núm. 54.   

Posteriormente, el 15 de noviembre de 2016, el foro primario celebró 

la vista para dictar sentencia y concedió al Sr. Peña los beneficios del 

programa de desvío establecidos en el citado Art. 3.6 de la Ley Núm. 54, 

sujeto a que participara de un programa de reeducación por un término de 

dos años.  También, dispuso que el término a cumplirse podría ser reducido 

a un año o aumentado a tres, según el comportamiento demostrado por el 

peticionario. 

En lo pertinente, el 7 de febrero de 2017, el Sr. Peña fue arrestado 

por funcionarios del Immigration and Customs Enforcement y citado a una 

vista en la Corte de Inmigración, en la que comenzaría el proceso de su 

deportación.  Surge de dicha notificación que el procedimiento de remoción 

del Sr. Peña se inició al amparo de la sección 237 (a) (2) (E) (i) del 

Immigration and Nationality Act (Ley INA), 8 USCA sec. 1227 (a) (2) (E) (i), 

que clasifica la violencia doméstica, el acecho y el abuso de niños, como 

crímenes que conllevan la deportación de aquellos extranjeros convictos 

de cometerlos. 

 Específicamente, la referida sección establece: 

(a) Classes of deportable aliens 
 
Any alien (including an alien crewman) in and admitted to the 
United States shall, upon the order of the Attorney General, 
be removed if the alien is within one or more of the 
following classes of reportable aliens: 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
(2) Criminal Offenses 
 

                                                 
denegación de naturalización conforme a las leyes de los Estados Unidos.  
Le pregunto, ¿si usted entendió lo que yo le expliqué? 
 
TESTIGO 
Lo entiendo. 
 
HON. JUEZ 
¿Y entendió lo que su abogado le explicó? 
 
TESTIGO 
Sí. 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 

Véase, apéndice 8 del recurso de certiorari, vista del 30 de agosto de 2016, a las págs. 
152, 169-170.   
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(E) Crimes of domestic violence, stalking, or violation of 
protection order, crimes against children and 
 
(i) Domestic violence, stalking, and child abuse 
 
Any alien who at any time after admission is convicted of 
a crime of domestic violence, a crime of stalking, or a 
crime of child abuse, child neglect, or child abandonment 
is deportable.  For purposes of this clause, the term "crime 
of domestic violence" means any crime of violence (as defined 
in section 16 of title 18, United States Code) against a person 
committed by a current or former spouse of the person, by an 
individual with whom the person shares a child in common, by 
an individual who is cohabiting with or has cohabited with the 
person as a spouse, by an individual similarly situated to a 
spouse of the person under the domestic or family violence 
laws of the jurisdiction where the offense occurs, or by any 
other individual against a person who is protected from that 
individual's acts under the domestic or family violence laws of 
the United States or any State, Indian tribal government, or 
unit of local government. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 

8 USCA sec. 1227 (a) (2) (E) (i).  (Énfasis en el original y nuestro). 

Como consecuencia de ello, el 16 de junio de 2017, el Sr. Peña 

presentó, por conducto de nueva representación legal7, una moción al 

amparo de la Regla 192.1 de las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA R. 

192.1, para que se dejara sin efecto la resolución dictada en su contra8.  En 

síntesis, argumentó que no fue asesorado correctamente sobre las 

consecuencias sobre su estatus migratorio que conllevaría su alegación de 

culpabilidad.  Ello, en contravención a la Sexta Enmienda de la Constitución 

de los Estados Unidos de América, 1 LPRA Emda. Art. VI, y lo resuelto por 

el Tribunal Supremo de los EE UU en Padilla v. Kentucky, 559 US 356 

(2010)9.   

                                                 
7 En la vista de seguimiento celebrada el 28 de febrero de 2017, el foro recurrido aceptó 
el relevo de representación legal del Lic. Vital, cual solicitado por el Sr. Peña y el propio 
Lic. Vital. 
 
8 En la alternativa, solicitó que se tomara su recurso como un coram nobis. 

 
9 A esos efectos, adjuntó una declaración jurada a su solicitud, en la que consignó que: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
5. Que fue orientado por el licenciado [Á]ngel Vital Vázquez que al 
declararme culpable por infracción una tentativa al artículo 3.1 de la Ley 
Número 54, y que como la condena era menos de un año de cárcel no 
iba a tener problema con inmigración porque inmigración intervenía 
cuando la condena es de un (1) año o más.  Igualmente me dijo que él 
negoció el bajar a una tentativa de un Artículo 3.1 de la Ley 54 y que con 
la negociación que él hizo de diez (10) meses me referían a un desvío y 
que cuando terminara mi desvío iba a pasar mi caso a inmigración y 
que cuando fuera a inmigración no iba a tener ningún problema 
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Apuntó que surgía claramente de las expresiones vertidas para el 

récord por el Lic. Vital que su asesoramiento había sido inadecuado.  

Particularmente, al haberle explicado que, acorde con la experiencia de la 

Coordinadora del Programa de Desvíos, su deportación sería 

discrecional, ya que la pena sería de menos de un año.  Ello, a pesar de 

que la Ley INA establece expresamente que cualquier extranjero (alien) 

admitido a los Estados Unidos de América que fuere convicto por un crimen 

de violencia doméstica sería removible (deportable) del país.  Además, 

articuló que tampoco fue orientado en cuanto a que, conforme a la Ley INA, 

no cumplía con todos los requisitos para cancelar el procedimiento de 

remoción iniciado en su contra. 

Razonó que el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que un 

acusado que haya sido convicto mediante una alegación de culpabilidad 

puede atacar su validez, cuando esta es el resultado de coacción o cuando 

un tribunal incumple con su deber de investigar asuntos requeridos por la 

                                                 
porque mi caso se archivaba y no iba a encontrar que yo tenía ningún 
delito. 
 
6. Que nunca fui orientado por el licenciado [Á]ngel Vital Vázquez que por 
disposición estatutaria de la Ley de Inmigración, debido a que a la fecha 
de la alegada violación a la Ley 54, yo tenía menos de SIETE (7) años de 
residencia continua en los Estados Unidos, luego de mi admisión allá para 
el 27 de junio de 2010, yo era automáticamente, irreversiblemente e 
inminentemente deportado de este país. 
 
7. Que al yo no saber de leyes, me dejé llevar por los consejos de mis 
abogados sin saber que la consecuencia de mi alegación de 
culpabilidad era que sería deportado de los Estados Unidos, ya que 
no importaba si mi condena era de menos de un (1) año, tal cual me 
dijo mi el Lcdo. [Á]ngel Vital Vázquez, sino que se trataba que por 
disposición del Congreso de Estados Unidos si a la fecha de la alegada 
comisión de un delito yo llevo menos de SIETE (7) años residiendo en los 
Estados Unidos soy automáticamente, irremediablemente e 
inminentemente deportado. 
 
8. Que del Lcdo. [Á]ngel Vital Vázquez haberme explicado la 
existencia de esta disposición estatutaria, yo hubiera solicitado ver 
mi caso en su fondo. 
 
9. Que someto esta declaración jurada a los efectos de informar y 
dar fe, que no fui orientado correctamente sobre las consecuencias 
que podría tener haciendo alegación de culpabilidad por la tentativa 
de infracción al artículo 3.1 de la ley número 54 y me dejé llevar por 
quien confiaba durante mi proceso ante el Tribunal de Primera 
Instancia en San Juan, Puerto Rico. 
 
10. Que de yo haber sabido de esta inexorable, irreversible 
disposición estatutaria federal que me hacía irremediablemente 
deportable no me hubiera hecho culpable. 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
Véase, apéndice 5 del recurso de certiorari, a las págs. 88-89.  (Énfasis nuestro). 
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Constitución o por la ley, como también la puede atacar colateralmente si 

no fue producto de una decisión inteligente, como en la presente 

controversia.  A su vez, articuló que, si bien el foro primario cumplió con lo 

establecido en las Reglas 70 y 72 de las de Procedimiento Criminal, 34 

LPRA R. 70 y 72, se desprendía del récord que el Lic. Vital no descargó su 

deber al amparo de la citada Sexta Enmienda.   

El 26 de junio de 2017, el Ministerio Público presentó una oposición 

a la solicitud presentada por el Sr. Peña.  En síntesis, planteó que el Sr. 

Peña había hecho una alegación de culpabilidad de forma libre, voluntaria 

consciente e inteligente, cual constatado por el foro recurrido al acoger la 

misma.  Ello, según dispuesto en las mencionadas Reglas 70 y 72 de las 

de Procedimiento Criminal.  Además, puntualizó que surgía de los autos 

que el Lic. Vital había orientado adecuadamente al Sr. Peña sobre la 

posibilidad de ser deportado a la luz de su alegación de culpabilidad.  

Concluyó que el Sr. Peña no rebatió la presunción de corrección del 

procedimiento llevado a cabo en su contra, por lo que procedía denegar su 

solicitud. 

Así las cosas, el 30 de junio de 2017, el Sr. Peña presentó una 

réplica a la oposición del Ministerio Público, en la que reiteró sus 

planteamientos y refutó lo esbozado por el Ministerio Público.  

Específicamente, recalcó que surgía claramente del récord que el 

asesoramiento erróneo brindado por el Lic. Vital vició su entendimiento con 

respecto a las consecuencias que tendría su alegación de culpabilidad 

sobre su estatus migratorio, y que sufrió un perjuicio como consecuencia 

de ello.  Razonó que, contrario a lo explicado por el mencionado licenciado, 

la deportación como resultado de su alegación de culpabilidad no era un 

asunto discrecional, a la luz del mandato establecido en la Ley INA.  Por 

tanto, puntualizó que había rebatido la presunción de corrección que cobija 

al procedimiento. 
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Surge de los autos que, el 30 de noviembre de 2017, el foro recurrido 

celebró una vista de seguimiento10.  En ella, esbozó que la Ley INA no era 

clara en cuanto a si el Sr. Peña constituía un convicto para su aplicación o 

si este cualificaba para la cancelación de los procedimientos de remoción 

iniciados en su contra.  También adujo que la Ley INA no era clara con 

respecto a los efectos que podría tener el archivo de la causa criminal del 

Sr. Peña sobre el procedimiento de remoción. 

A raíz de las inquietudes expresadas por el tribunal primario, el 12 

de diciembre de 2017, el Sr. Peña presentó un memorando sobre la 

definición de la palabra “convicción”, según estatuida en la Ley INA.  A esos 

efectos, señaló que surgía de esta que la palabra “convicción” incluye una 

alegación de culpabilidad y la imposición de algún castigo, pena o 

restricción11.  Además, puntualizó que el Board of Immigration Appeals ha 

interpretado que programas de desvío, como el aplicado al Sr. Peña al 

amparo de la Ley Núm. 54, constituyen convicciones para propósitos de la 

Ley INA. 

El 13 de diciembre de 2017, el foro recurrido celebró una vista 

evidenciaria para atender los planteamientos en contra del asesoramiento 

del Lic. Vital, en la que este testificó -en el estrado- sobre la información 

que le brindó al Sr. Peña.  Las siguientes expresiones se desprenden de la 

transcripción de esa vista: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
HON. JUEZ 

                                                 
10 Véase, transcripción de 30 de noviembre de 2017.   
 
11 A saber: 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
(48) (A) The term “conviction” means, with respect to an alien, a formal 
judgment of guilt of the alien entered by a court or, if adjudication of guilt 
has been withheld, where— 
 
(i) a judge or jury has found the alien guilty or the alien has entered a 
plea of guilty or nolo contendere or has admitted sufficient facts to 
warrant a finding of guilt, and 
 
(ii) the judge has ordered some form of punishment, penalty, or 
restraint on the alien’s liberty to be imposed. 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
8 USCA sec. 1101 (48) (A).  (Énfasis en el original y suplido). 
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Se pueden acercar entonces el fiscal… Don Rodolfo se 
puede sentar allí en ese lugar.  El fiscal y la licenciada… ¿Qué 
preguntas usted le va a hacer al licenciado [Vital]? 
 
FISCAL DOMENECH 
Es testigo de la licenciada. 
 
LCDA. GARCÍA MIRANDA 
No, las haré yo, Su Señoría. 
 
HON. JUEZ 
¿Ustedes tienen alguna objeción hacérselas aquí para que 
no tenga que pasar esa vergüenza? 
 
LCDA. GARCÍA MIRANDA 
Yo no tengo ninguna.  De hecho, yo no quisiera… 
 
FISCAL DOMENECH 
Juez, yo solicitaría que se siente, respetuosamente.  
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
HON. JUEZ 
[…] Yo tengo que escuchar, usted no va a estipular lo que dijo 
el licenciado, verdad.  Yo lo voy a escuchar y lo voy a 
escuchar en el estrado porque no hay ninguna razón y usted 
no ha movido la discreción del Tribunal para hacerlo de otra 
manera.  Eso va quedar grabado y esa va a ser la prueba que 
va a tener el Tribunal ante sí para tomar su determinación.  
Una vez establecido eso, voy a escuchar las 
argumentaciones en derecho.  Y en ese momento, una vez 
usted escuche lo que el licenciado dijo y lo que hizo, si usted 
entiende que eso tiene que tener una consecuencia entonces 
usted me hace la solicitud, pero no me puede hacer una 
solicitud antes de que él haya testificado no tampoco…y que 
tampoco pueda entonces entenderse que depende de lo que 
él testifique vamos a tomar acciones. 
 
FISCAL DOMENECH 
Claro. 
 
HON. JUEZ 
Él tiene que testificar con lo que tiene que decir, como las 
actuaciones que él hizo.  Y posterior a eso entonces usted me 
hace la solicitud que corresponda… 
 
.              .            .             .            .            .            .             .  
HON. JUEZ 
Si usted supiera ya lo que él ha dicho y no hay controversia 
en cuanto a ello… 
 
LCDA. GARCÍA MIRANDA 
Estaríamos estipulando.  
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
HON. JUEZ 
[…] Necesito que se le tome juramento, primero, al licenciado 
[Vital] por favor. 
 
SECRETARIA 
Por favor levante su mano derecha.  […] 
 
LCDO. VITAL 
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Lo juro. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
[LCDA. GARCÍA MIRANDA] 
P Y le pregunto, ¿usted tiene conocimiento de que su cliente, 
el señor Rodolfo Peña era residente o es residente 
permanente de los Estados Unidos? 
 
[LCDO. VITAL] 
R 
Lo que él me había informado. 
 
HON. JUEZ 
¿Qué fue lo que le informó? 
 
TESTIGO 
Que tenía residencia. 
 
LCDA. GARCÍA MIRANDA 
P [¿Para el 30 de agosto de 2016, a las doce y tres pm] usted 
en este Tribunal hizo para récord la siguiente manifestación, 
que le voy a leer.  “Se le explicó a Rodolfo como por Diana 
Rullán, la coordinadora, le explicamos el proceso y las 
posibilidades, por el hecho de ser extranjero, con el 
riesgo que conlleva una deportación y aunque la pena 
sugerida es menos de un año, la pena de cárcel sería de 
diez meses, quince días de no cualificar para el desvío, pero 
se le explicó que es discrecional de la Agencia Federal de 
Inmigración y que es caso a caso.  Por lo menos esta es 
la experiencia de la coordinadora del Programa de 
Desvío.  Todo esto se le explicó a él y a su hermano”.  Yo le 
pregunto, ¿si esto fue lo que usted… 
 
R No recuerdo las palabras exactas.  Me remito al récord 
del Tribunal, que habla por sí mismo y si fueron esas 
palabras exactas, pues el Tribunal las puede corroborar.  
Pero las palabras exactas en este momento no las recuerdo.  
Tendría que yo examinar o escuchar la regrabación.  Pero me 
parece que el Tribunal tiene disponible lo expresado por mí, 
consta en récord. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
LCDA. GARCÍA MIRANDA 
[Indica que posee y podría suplir la grabación]. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
HON. JUEZ 
¿Tiene otras preguntas para él? 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
LCDA. GARCÍA MIRANDA 
P Yo le pregunto, ¿si usted tiene conocimiento de que, 
aunque uno sea residente permanente y la convicción o 
sentencia o resolución o desvío que este Tribunal emite en su 
día, conlleve menos de un año, si usted tiene conocimiento 
que, aún aunque conlleve menos de un año, eso, en 
instancias particulares inmaterial de que conlleve menos de 
un año acarrea la deportación? 
 
R Podría acarrear la deportación. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
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P […] ¿si usted sabe lo que establece la Ley 237 en cuanto a 
los delitos que hacen a un extranjero deportable? 
 
R No recuerdo en este momento. 
 
P No recuerda.  ¿Y usted sabe si, en efecto, el delito de la 
tentativa del 3.1 haría deportable al señor Rodolfo Peña? 
 
R Podría hacerlo deportable. 
 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
R Me remito al récord de lo que expresé el día que el tribunal 
acogió la alegación preacordada. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
HON. JUEZ 
No se acuerda, okay.  Y le pregunto…y antes de que la 
licenciada continúe, ¿si usted, en algún momento, le aseguró 
a él que no iba a ser deportado? 
 
TESTIGO 
No. 
 
HON. JUEZ 
¿Le dijo usted, por el contrario, que si hacía alegación de 
culpabilidad iba a ser deportado? 
 
TESTIGO 
Que podría ser deportado. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
TESTIGO 
Y no le aseguré que iba a ser deportado. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
LCDA. GARCÍA MIRANDA 
P Don Rodolfo era su cliente… 
 
R Y que en algún momento, después que le dieran el desvío, 
que probablemente iba a ser citado o arrestado… 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
TESTIGO 
…pero que el proceso, el trámite iba a comenzar tan pronto 
comenzara su desvío.  Y recuerdo que la social manifestó que 
haría gestiones para que fuera citado, porque como había la 
alternativa de ser citado en vez de ser arrestado para que no 
lo arrestaran durante una vista de seguimiento aquí en el 
Tribunal o no lo arrestaran en el trabajo.  Que haría las 
gestiones a ver si lo citaban y él comparecía para evitar esa 
situación. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
LCDA. GARCÍA MIRANDA 
P ¿Usted le indicó, específicamente, al señor Rodolfo Peña 
que iba a ser deportado? 
 
R No. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
[LCDA. GARCÍA MIRANDA] 
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P ¿Usted sabe que al suscribir el acuerdo de culpabilidad y 
no cumplir con estos requisitos que leímos horita de la 
Sección 240, que son tres el Tribunal de Inmigración no tiene 
jurisdicción para entender ningún remedio migratorio para el 
señor Rodolfo Peña y este va a ser automáticamente 
deportado de los Estados Unidos, no sabía eso? 
 
R En este momento, no. 
 
P Usted entiende…tiene claro la distinción entre lo que 
podría acarrear una deportación y lo que 
concluyentemente causa una deportación, usted tiene 
claro cuáles son los delitos que la causan, los momentos 
específicos, los años específicos que tienen que 
transcurrir [para cualificar para un remedio migratorio] o no 
los tiene claro, compañero? 
 
R Me remito al récord de lo que expresé. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
FISCAL DOMENECH 
[no tenía preguntas]. 
 
HON. JUEZ 
Pues muchas gracias entonces al licenciado. 
.              .            .             .            .            .            .             .  

 
Véase, transcripción de la vista celebrada el 13 de diciembre de 2017, a las 
págs. 9-34.  (Énfasis nuestro). 
 
 Así las cosas, el 25 de enero de 2018, el foro recurrido emitió la 

resolución impugnada y declaró sin lugar la solicitud del Sr. Peña.  En 

síntesis, concluyó que el asesoramiento brindado por el Lic. Vital había sido 

adecuado, ya que auscultar las consecuencias migratorias específicas de 

la alegación de culpabilidad del Sr. Peña requeriría un análisis profundo de 

distintas disposiciones de la Ley INA.  Fundamentó su determinación en 

que las distintas leyes aplicables a la controversia no eran claras, 

particularmente, en cuanto a si el Sr. Peña constituía un convicto para 

propósitos de la Ley INA.   

A esos efectos, señaló que los individuos cuyos casos son 

sobreseídos y archivados al amparo del procedimiento de desvío 

establecido en la Ley Núm. 54 no son considerados “convictos” en nuestro 

ordenamiento, por lo que tampoco estaba claro si serían considerados 

convictos al amparo de la sec. 237 (a) (2) (E) (i) de la Ley INA12.    

                                                 
12 En cuanto a ello, articuló que: 
 

.              .            .             .            .            .            .             .  
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Para abonar a su conclusión de que las disposiciones de la Ley INA 

aplicables al Sr. Peña no eran claras, el tribunal puntualizó que, si bien 

dicha ley provee para la cancelación de los procedimientos de remoción, el 

Lic. Vital no podía examinar con facilidad si el peticionario cumplía con 

todos los requisitos para ello.  Así, rechazó el argumento de la parte 

peticionaria en cuanto al deber del Lic. Vital de orientarle sobre el asunto.      

De otra parte, el tribunal apuntó que el Sr. Peña también fue 

advertido por el propio tribunal sobre las posibilidades de ser deportado, 

según dispuesto en la citada Regla 70 de Procedimiento Criminal.  Acorde 

con ello, concluyó que la presente situación de hechos configuraba una de 

esas instancias mencionadas por el Tribunal Supremo de los EE UU, en 

las que las consecuencias de la alegación preacordada sobre el estatus 

migratorio del acusado serían inciertas.  Por tanto, enfatizó que el Lic. Vital 

únicamente tenía que advertirle al Sr. Peña que su acción podría acarrear 

la deportación, y concluyó que el abogado había cumplido con ello.  Así, 

determinó que el Sr. Peña no había rebatido la presunción de corrección 

que cobija los procedimientos, por lo que denegó su petición. 

A raíz de ello, el 15 de febrero de 2018, el Sr. Peña presentó una 

moción de reconsideración.  En primer lugar, señaló que surgía claramente 

de la Ley INA qué constituye un convicto para propósitos de la referida 

legislación.  Además, arguyó que, al resolver, el foro primario no había 

tomado en consideración su declaración jurada o armonizado lo 

contenido en ella con las expresiones vertidas por el Lic. Vital.   

De otra parte, enfatizó que la Ley INA es clara en cuanto a que el 

delito por el que se declaró culpable conlleva la deportación y, no obstante, 

el Lic. Vital le había indicado que su remoción sería discrecional.  

Asimismo, subrayó que el Lic. Vital nunca le explicó que tampoco 

                                                 
Así, si bien es cierto que de una simple lectura de la sección 237 
(a)(2)(E)(i) de la INA se desprende que el señor de Peña “podría” estar 
sujeto a una deportación, no es menos cierto que de ella no surge que la 
deportación será mandatoria.  La situación específica del caso del 
señor Peña requería un análisis más ponderado y una investigación 
más detallada para poder concluir que sería deportable.  […] 

.              .            .             .            .            .            .             .  
Véase, apéndice 1 del recurso de certiorari, a la pág. 18.  (Énfasis nuestro). 
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cualificaría para la cancelación de la deportación.  Así pues, solicitó al foro 

recurrido que reconsiderara su determinación.  Evaluada la moción, el foro 

recurrido la declaró sin lugar.   

Insatisfecha, la parte peticionaria instó el presente recurso y señaló 

los siguientes errores: 

I. Erró el TPI al no determinar que el Lcdo. [Ángel] Vital 
proveyó una representación legal no adecuada a Peña, a la 
luz del normativo Padilla vs Kentucky, cuando para el r[é]cord 
del TPI erróneamente representa que el caso de Peña ante 
“la agencia federal de inmigración” si deporta o no, cuando el 
hecho cierto e incuestionable a la luz de las disposiciones 
aplicables a Peña y contenidas en la INA desde el año 1996, 
es que no hay margen de discreción alguna, toda vez que la 
Corte de Inmigración quedó sin jurisdicción, por disposición 
estatutaria, alguna para entender sobre el único remedio 
discrecional que Peña hubiera podido tener.  [sic]   
 
II. Erró el TPI al no determinar que el Lcdo. [Á]ngel Vital 
desconocía de la INA y la interrelación de las Sección 240 A, 
la Sección 237 (a)(2)(E)(i) y la Sección 240(d)(1) y su 
aplicabilidad al caso de Peña en el ámbito criminal.  [sic] 
 
III. Erró el TPI al no determinar, que ante el consejo errado 
del Lcdo. [Á]ngel Vital, provisto para el r[é]cord, Peña hizo una 
alegación de culpabilidad inteligente, voluntaria y con pleno 
conocimiento de las consecuencias de las mismas tal cual lo 
requiere la Regla 70, de Procedimiento Criminal de 1963, 
según enmendadas.  [sic] 
 
IV. Erró el TPI al no considerar en su Resolución que al igual 
que en el normativo Jae Lee vs US, Peña “was prejudice[d] 
by the denial of the entire judicial proceeding… to which he 
had a right” y no haber determinado que Peña también 
demostró tanto con su Declaración Jurada, con sus 
posteriores escritos, así como durante lo ocurrido en la vista 
evidenciar[i]a el 13 de diciembre de 2018, que de no haber 
sido por el consejo errado del Lcdo. [Á]ngel Vital, él hubiera 
insistido en su derecho a ver su causa en un juicio.  [sic] 
 
V. Erró el TPI al excusar los errores del Lcdo. [Á]ngel Vital y 
resolver que “en el caso de epígrafe, determinar que el señor 
Peña estaría sujeto a una deportación mandatoria no era 
fácilmente identificable, pues para ello, no tan sólo había que 
interpretar varias disposiciones de la INA conjuntamente, sino 
también referirnos a la jurisprudencia para encontrar una 
definición distinta del término convicción según establecido 
en la Ley 54”.  [sic] 
 
VI. Erró el TPI al no admitir que como Curia también estaba 
ajena a la definición de la INA y las consecuencias de tal 
término para un extranjero residente permanente como Peña 
y aún así determinar que la alegación de culpabilidad de éste 
fue con pleno conocimiento de las consecuencias de las 
mismas como exige el ordenamiento jurídico del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico.  [sic]  

 
(Énfasis y mayúsculas suprimidas). 
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La parte peticionaria abordó dichos señalamientos conjuntamente, 

por estar íntimamente relacionados.  En síntesis, subrayó que se 

desprende claramente de la Ley INA que los extranjeros convictos de 

cometer delitos de violencia doméstica están sujetos a ser removidos de 

los EE UU13.  Puntualizó que se desprende de dicha Ley que no cualificaría 

para la cancelación de su remoción.  Acorde con ello, recalcó que, contrario 

a lo expresado por el Lic. Vital, su deportación como consecuencia de ser 

encontrado culpable no sería discrecional o “caso a caso”, sino obligatoria.  

Por otro lado, manifestó que se desprendía tanto de su declaración 

jurada, que fue ignorada por el foro primario, así como de las expresiones 

del Lic. Vital, que este le asesoró erróneamente y que ello le causó un 

perjuicio.  Lo anterior, toda vez que la consecuencia de dicha orientación 

errónea culminó en la privación del procedimiento al que habría tenido 

derecho, pues no hubiese realizado una alegación de culpabilidad de 

conocer las consecuencias de ello. 

Concluyó que procedía que revocáramos la determinación recurrida, 

ya que su consentimiento estuvo viciado por el asesoramiento defectuoso 

brindado por el Lic. Vital, por lo que su declaración de culpabilidad no había 

sido realizada válidamente.  También, rechazó que las advertencias del 

foro recurrido hubiesen subsanado el asesoramiento constitucionalmente 

defectuoso brindado por el Lic. Vital. 

El 2 de julio de 2018, el Ministerio Público presentó su alegato en 

oposición al recurso de apelación.  Articuló que el Lic. Vital orientó al Sr. 

Peña sobre la existencia del riesgo de ser deportado al hacer una alegación 

de culpabilidad, acorde con lo requerido por la jurisprudencia aplicable.  

Además, hizo hincapié en que el foro recurrido también advirtió al Sr. Peña 

sobre el riesgo de ser removido del País14, cual exigido por la Regla 70 de 

                                                 
13 A esos efectos, también enfatizó que surge inequívocamente de la Ley INA qué 
constituye un “convicto” para sus propósitos. 
 
14 A su vez, puntualizó que dicha advertencia quedó plasmada en un acuerdo suscrito por 
el Sr. Peña; este no consta en los autos.  
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las de Procedimiento Criminal, por lo que este renunció a su derecho a un 

juicio de manera libre, voluntaria y con conocimiento de sus implicaciones. 

Arguyó que la sección de la Ley INA aplicable al Sr. Peña dispone 

que un extranjero podría ser deportado, por orden del Fiscal General de 

los EE UU, si resulta convicto de cometer un delito de violencia 

doméstica15, por lo que la deportación no necesariamente sería obligatoria.  

Así, señaló que el foro primario resolvió correctamente al concluir que la 

presente controversia requiere un análisis de las distintas secciones 

aplicables de la Ley INA, así como de su jurisprudencia interpretativa, por 

lo que el Lic. Vital cumplió con su deber. 

Puntualizó que, distinto a la presente controversia, las 

consecuencias migratorias de una convicción por los delitos cometidos en 

los casos de Padilla v. Kentucky y Jae Lee v. United States eran claras, y 

que los abogados en dichos casos aseguraron a sus clientes que sus 

convicciones no tendrían consecuencias algunas sobre su estatus 

migratorio.  Acorde con ello, planteó que procedía confirmar la 

determinación recurrida, que está revestida de una presunción de 

corrección que no fue derrotada. 

II. 

A. 

 Tanto la Sexta Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos 

de América, LPRA, Tomo I, como la Sec. 11 del Art. II de la Constitución 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, LPRA, Tomo I, consagran el 

derecho de asistencia de abogado para los acusados en procesos 

criminales.  En Strickland v. Washington, 466 US 668 (1984), el Tribunal 

                                                 
15 Así, interpretó la definición de la palabra “shall” contenida en la sec. 237 (a) de la Ley 
INA, 8 USCA sec. 1227, como “podrá” y no como “será”.  Adelantamos que, acorde con 
Black’s Law Dictionary, en el contexto legal, la palabra “shall” significa:  
 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
1. Has a duty to; more broadly, is required to […].  2. Should […].  3. 
May […].  4. […].  […]  Only sense 1 is acceptable under strict 
standards of drafting. 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Véase, Black’s Law Dictionary 1379-1380 (7ma ed. 1999).  (Énfasis nuestro). 
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Supremo de los EE UU reiteró que el derecho a asistencia legal para los 

acusados sujetos a procedimientos criminales, según establecido en la 

citada Sexta Enmienda, es el derecho a una asistencia legal adecuada y 

efectiva16, para asegurar la justicia e imparcialidad en los 

procedimientos17.  Strickland v. Washington, 466 US, a la pág. 686.   

En ese contexto, el Tribunal Supremo de los EE UU estableció los 

parámetros a seguirse al momento de evaluar la petición de un convicto 

para que se deje sin efecto la sentencia dictada en su contra, por el 

fundamento de que la asistencia legal recibida fue deficiente. 

Primeramente, el convicto tiene que probar que el desempeño del abogado 

fue tan deficiente que incumplió con la garantía de asistencia legal 

adecuada y efectiva establecida en la mencionada Sexta Enmienda.  

Strickland v. Washington, 466 US, a la pág. 687.  Para ello, debe demostrar 

que la asistencia legal brindada fue irrazonable a la luz de la totalidad de 

las circunstancias y las normas prevalecientes de la profesión18.  Id., 

a las págs. 687-689.   

                                                 
16 A esos efectos, dicho Tribunal opinó:  

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
[…] The Sixth Amendment recognizes the right to the assistance of 
counsel because it envisions counsel’s playing a role that is critical to the 
ability of the adversarial system to produce just results.  An accused is 
entitled to be assisted by an attorney, whether retained or appointed, who 
plays the role necessary to ensure the trial is fair. 
 
For that reason, the Court has recognized that “the right to counsel 
is the right to the effective assistance of counsel”.  […] 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Strickland v. Washington, 466 US, a las págs. 685-686.  (Énfasis nuestro; cita suprimida). 
 
17 Por ello, también se ha consagrado como una parte fundamental de la cláusula del 
debido proceso de ley.  Pueblo v. Ortiz Couvertier, 132 DPR 883, 887 (1993).  
 
18 A saber: 
 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
[…] In any case presenting an ineffectiveness claim, the performance must 
be whether counsel’s assistance was reasonable considering all the 
circumstances.  Prevailing norms of practice as reflected in American 
Bar Association standards and the like, e.g. ABA Standards for Criminal 
Justice […], are guides to determining what is reasonable, but they are 
only guides. 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
Strickland v. Washington, 466 US, a las págs. 687-689.  (Énfasis nuestro). 
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En segundo lugar, el convicto también debe demostrar que el 

desempeño defectuoso de su abogado ocasionó un perjuicio que incidió 

sobre el resultado del procedimiento o minó la confianza que lo cobija.  

Strickland v. Washington, 466 US, a las págs. 693-694.  En el caso 

específico de alegaciones de culpabilidad, el convicto debe probar que 

existe una probabilidad razonable de que no hubiese realizado dicha 

alegación sino hubiese sido por los errores de su representante legal.  Hill 

v. Lockhart, 474 US 52, 59 (1985)19.   

Por su parte, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha consignado que 

el derecho a tener una representación legal adecuada y efectiva podría ser 

menoscabado cuando: (1) el abogado es incompetente para la tarea que 

se le asigna; (2) como cuestión de hecho la labor desplegada 

demuestra su inefectividad; (3) hay un potencial o actual conflicto de 

intereses para el abogado, y (4) las reglas o actuaciones del tribunal 

constituyen una limitación irrazonable al derecho a tener adecuada 

asistencia de abogado.  Pueblo v. Ortiz Couvertier, 132 DPR 883, 887-888 

(1993). 

                                                 
19 Posteriormente, en Jae Lee v. US, 137 S. Ct. 1958 (2017), el Tribunal Supremo federal 
atendió el perjuicio causado por un asesoramiento deficiente en cuanto a las 
consecuencias migratorias de una alegación de culpabilidad, a la luz de que una posible 
deportación era el factor determinante para el entonces acusado. 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
We cannot agree that it would be irrational for a defendant in Lee’s position 
to reject the plea offer in favor of trial [because, as the Government argued, 
Lee would be deported either way and going to trial would only result in a 
longer sentence before the inevitable].  But for his attorney’s 
incompetence, Lee would have known that accepting the plea 
agreement would certainly lead to deportation.  Going to trial? 
Almost certainly.  If deportation were the “determinative issue” for 
an individual in plea discussions, as it was for Lee; if that individual 
had strong connections to this country and no other, as did Lee; and if the 
consequences of taking a chance at trial were not markedly harsher than 
pleading, as is the case, that “almost” could make all the difference.  
Balanced against holding on to some chance of avoiding deportation 
was a year or two more of prison time.  […]  Not everyone in Lee’s 
position would make the choice to reject the plea.  But we cannot say it 
would be irrational to do so. 
 
Lee’s claim that he would not have accepted the plea had he known it 
would lead to deportation is backed by substantial and uncontroverted 
evidence.  Accordingly we conclude Lee has demonstrated a 
“reasonable probability that, but for [his] counsel’s errors, he would 
not have pleaded guilty and would have insisted on going to trial.  […] 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Id., a las págs. 1968-1969.  (Énfasis nuestro, bastardillas en el original).  
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Con respecto al estándar de revisión, es norma reiterada que los 

tribunales deben conferirle una presunción de corrección a los 

procedimientos llevados a cabo.  Strickland v. Washington, 466 US, a la 

pág. 694.  Por tanto, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha detallado que: 

(1) existe una presunción de que la conducta del abogado defensor está 

comprendida dentro de lo que se reconoce como una asistencia legal 

razonable; (2) el apelante tiene el peso de probar el alegado estado de 

indefensión a causa de la supuesta incompetencia de su abogado; (3) la 

alegada incompetencia, de existir, debe ser de un grado extremo o causar 

un perjuicio sustancial que sostenga la probabilidad de que, de no haber 

ocurrido, el resultado del juicio habría sido distinto, y (4) los meros errores 

que no afecten la validez del dictamen ni el debido proceso de ley no son 

suficientes.  Pueblo v. Ortiz Couvertier, 132 DPR, a la pág. 888 (nota al 

calce núm. 4).   

B. 

 En Padilla v. Kentucky, 559 US 356 (2010), Tribunal Supremo de los 

EE UU resolvió, al amparo de la Sexta Enmienda y la jurisprudencia 

interpretativa respecto al derecho que ostenta todo acusado en un proceso 

criminal de contar con una representación legal efectiva y adecuada, que 

los abogados tienen el deber de brindar un asesoramiento legal correcto a 

sus clientes sobre las consecuencias migratorias que podría acarrear una 

alegación de culpabilidad.  Ello, a la luz de que una posible deportación 

constituye una parte integral de la pena que podría ser impuesta.  A saber: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
[…]  Under contemporary law, if a noncitizen has 
committed a removable offense after the 1996 effective 
date of these amendments [which eliminated provisions for 
discretionary relief from deportation], his removal is 
practically inevitable but for the possible exercise of 
limited remnants of equitable discretion vested in the 
Attorney General to cancel removal for noncitizens 
convicted of particular classes of offenses.  […]  Subject 
to limited exceptions, this discretionary relief is not available 
for an offense related to trafficking in a controlled substance.  
[…] 
 
These changes to our immigration law have dramatically 
raised the stakes of a noncitizen’s criminal conviction.  
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The importance of accurate legal advice for noncitizens 
accused of crimes has never been more important.  These 
changes confirm our view that, as a matter of federal law, 
deportation is an integral part –indeed, sometimes the 
most important part– of the penalty that may be imposed 
on noncitizen defendants who plead guilty to specified 
crimes. 
.              .            .             .            .            .            .             .  

 
Padilla v. Kentucky, 559 US, a las págs. 363-364.  (Énfasis nuestro). 
  
 Los hechos del referido caso se remontan a una alegación de 

culpabilidad realizada por el hondureño José Padilla (Sr. Padilla), por 

transportar grandes cantidades de mariguana; al momento de su arresto, 

llevaba 40 años como residente permanente de los EE UU; inclusive, había 

servido honrosamente en el ejército de los EE UU.  Dicha alegación de 

culpabilidad y subsiguiente convicción conllevó el inicio del proceso de 

deportación20 contra el Sr. Padilla, a pesar de que su representante legal 

le había asegurado que ello no tendría consecuencia alguna sobre su 

estatus migratorio debido a los años que había residido en los EE UU.   

 Ante esos hechos, el Tribunal Supremo federal resolvió que un 

representante legal competente le habría explicado al Sr. Padilla que una 

convicción por distribución de drogas lo sometería a un procedimiento de 

deportación automática, por lo que la petición del Sr. Padilla había cumplido 

con el primer requisito establecido en Strickland v. Washington.  A saber: 

                                                 
20 En el caso del Sr. Padilla, el proceso de remoción se tramitó al amparo de la sección 
237 (a) (2) (B) (i) de la Ley INA, que dispone: 
 

(a) Classes of deportable aliens 
 
Any alien (including an alien crewman) in and admitted to the United 
States shall, upon the order of the Attorney General, be removed if the 
alien is within one or more of the following classes of deportable 
aliens: 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
(2) Criminal Offenses 
.              .            .             .            .            .            .             . 
 
(B) Controlled substances 
 
(i) Conviction 
 
Any alien who at any time after admission has been convicted of a violation 
of (or a conspiracy or attempt to violate) any law or regulation of a State, 
the United States, or a foreign country relating to a controlled substance 
(as defined in section 802 of Title 21), other than a single offense involving 
possession for one’s own use of 30 grams or less of marijuana, is 
deportable. 
.              .            .             .            .            .            .             . 

 
8 USCA sec.1277 (a) (2) (B) (i).  (Énfasis en el original y nuestro). 
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que la asistencia legal brindada fue irrazonable a la luz de la totalidad de 

las circunstancias y a las normas prevalecientes de la profesión21. 

 Debido a que la inmigración es un campo del derecho especializado 

y complejo, el Tribunal Supremo estableció dos criterios para regir cómo 

los abogados deben asesorar a sus clientes sobre las consecuencias 

migratorias que podría conllevar una alegación de culpabilidad.  

Específicamente, dispuso que, cuando la ley no es clara y sucinta, el 

abogado defensor debe asesorar a su cliente a los efectos de que las 

acusaciones que pesan en su contra conllevan un riesgo de 

consecuencias adversas sobre su estatus migratorio.  Sin embargo, 

cuando las consecuencias son claras, como lo eran en el caso del Sr. 

Padilla22, estableció que el deber de brindar asesoramiento correcto 

es imprescindible. 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Immigration law can be complex, and it is a legal specialty of 
its own.  Some members of the bar who represent clients 
facing criminal charges, in either state or federal court or both, 
may not be well versed in it.  There will, therefore, undoubtedly 
be numerous situations in which the deportation 
consequences of a particular plea are unclear or uncertain.  
The duty of the private practitioner in such cases is more 
limited.  When the law is not succinct and straightforward 
(as it is in many of the scenarios posited by Justice ALITO), a 
criminal defense attorney need do no more than advise a 
noncitizen client that pending criminal charges may carry 
a risk of adverse immigration consequences.  But when 

                                                 
21 El Tribunal Supremo federal devolvió el caso al foro primario para que hiciera una 
determinación sobre si dicha asistencia legal defectuosa le había causado un perjuicio al 
Sr. Padilla. 
 
22 El Tribunal Supremo federal fue contundente en cuanto a la claridad de dicha sección. 

 
.              .            .             .            .            .            .             . 
 
In the instant case, the terms of the relevant immigration statute are 
succinct, clear, and explicit in defining the removal consequences of 
Padilla’s conviction.  See 8 U.S.C. [sec.] 1227(a)(2)(B)(i) [...].  Padilla’s 
counsel could have easily determined that his plea would make him 
eligible for deportation simply from reading the text of the statute, 
which addresses not some broad classification of crimes but 
specifically commands removal for all controlled substances 
convictions except for the most trivial of marijuana possession 
offenses.  Instead, Padilla’s counsel provided him false assurance that 
his conviction would not result in his removal from this country.  […]  The 
consequences of Padilla’s plea could easily be determined from 
reading the removal statute, his deportation was presumptively 
mandatory, and his counsel’s advice was incorrect. 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Padilla v. Kentucky, 559 US, a las págs. 368-369.  (Énfasis nuestro). 
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the deportation consequence is truly clear, as it was in 
this case, the duty to give correct advice is equally clear. 

 
Padilla v. Kentucky, 559 US, a la pág. 369.  (Énfasis nuestro). 

C. 

A la luz de lo resuelto en Padilla v. Kentucky, se impone examinar, 

además, si las advertencias hechas por un tribunal a un acusado previo a 

aceptar su alegación de culpabilidad, como parte del debido proceso de 

ley, podrían subsanar un asesoramiento legal constitucionalmente 

defectuoso23.  Adelantamos que, si bien en Padilla v. Kentucky el Tribunal 

Supremo federal no atendió dicho planteamiento expresamente, sí 

concluyó que el Sr. Padilla no fue orientado adecuadamente, a pesar de 

que el acuerdo que suscribió contenía advertencias sobre las posibles 

consecuencias migratorias de ello24.   

Tanto nuestra Constitución como la Constitución federal reconocen 

el derecho fundamental a un debido proceso de ley, previo a que una 

persona sea privada de su propiedad o libertad.  Const. EE UU, Enmiendas 

V y XIV, 1 LPRA; Const. ELA Art. II, sec. 7, 1 LPRA.  En su vertiente 

sustantiva, el debido proceso de ley protege los derechos y las libertades 

que conceden las Constituciones del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

y de los Estados Unidos de América, mientras que su vertiente procesal le 

impone al Estado la obligación de garantizar un procedimiento justo y 

equitativo previo a interferir con los intereses de propiedad y libertad del 

individuo.  Pueblo v. Montero Luciano, 169 DPR 360, 370-371 (2006). 

En lo atinente, en nuestro ordenamiento procesal criminal, una 

persona acusada de cometer un delito, de ordinario, solo puede hacer una 

de dos alegaciones: culpable o no culpable.  Id., a la pág. 373.  Debido a 

que una alegación de culpabilidad constituye una renuncia de los derechos 

                                                 
23 Cual fue planteado en la opinión concurrente del Juez Alito en el referido caso, así como 
en la opinión disidente del Juez Scalia, a la que se unió el Juez Thomas. 
 
24 En su opinión, el Tribunal Supremo federal señaló que los formularios utilizados en el 
estado de Kentucky para recoger las alegaciones preacordadas contienen una 
advertencia general sobre los riesgos de deportación.  No obstante, ese hecho por sí 
solo no fue suficiente para subsanar el asesoramiento defectuoso brindado al Sr. Padilla 
en una etapa crítica del proceso criminal en su contra. 
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constitucionales o estatutarios que cobijan a los acusados25, el 

procedimiento debe ser riguroso y estar rodeado de todas las garantías 

posibles.  Pueblo v. Montero Luciano, 169 DPR, a la pág. 374.  Por ello, la 

Regla 70 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA R. 70, requiere que, para la 

aceptación de una alegación de culpabilidad, el tribunal se cerciore, 

prioritariamente, de que esta se haya efectuado voluntariamente, con 

conocimiento de la naturaleza del delito imputado y de las consecuencias 

de dicha alegación.  Pueblo v. Montero Luciano, 169 DPR, a la pág. 374. 

Así, la Ley Núm. 5-2003 enmendó la citada Regla 70 de 

Procedimiento Criminal para requerir a los tribunales primarios que hagan 

la siguiente advertencia, previo a aceptar una alegación de culpabilidad por 

un delito grave: 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
Si usted no es ciudadano de los Estados Unidos, por este 
medio queda advertido que una convicción por el delito del 
cual se le acusa puede traer como consecuencia la 
deportación, la exclusión de entrada a los Estados Unidos o 
la denegación de naturalización conforme las leyes de los 
Estados Unidos. 

 .              .            .             .            .            .            .             . 

34 LPRA R. 70. 

 A pesar de que dicha enmienda fue aprobada previo a lo resuelto en 

Padilla v. Kentucky, nuestra Asamblea Legislativa reconoció la importancia 

de que los extranjeros fueran conscientes de las consecuencias legales 

que podría acarrear una alegación de culpabilidad sobre su estatus 

migratorio; ello, como parte del derecho a un debido proceso de ley. 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
Por tal razón y dada la alta concentración de inmigrantes 
legalmente domiciliados en la Isla de Puerto Rico, la 
Asamblea Legislativa estima necesario, con el propósito de 
garantizar el derecho de todo ser humano a un debido 
proceso de ley, requerir al Tribunal de Primera Instancia, 
además de lo actualmente contenido en la descrita Regla 70, 
que en los casos en que medie una alegación de culpabilidad 
se adviertan al imputado los riesgos particulares que podría 
tener que enfrentar si él fuera un inmigrante legalmente 

                                                 
25 Entre los que se encuentran: el derecho a que se pruebe la culpabilidad más allá de 
duda razonable; el derecho a un juicio justo, imparcial y público; el derecho a ser juzgado 
ante un juez o jurado, y el derecho a presentar prueba a su favor y rebatir aquella 
presentada en su contra.  Pueblo v. Montero Luciano, 169 DPR, a las págs. 373-374. 
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domiciliado en Puerto Rico y fuera convicto por el delito del 
cual se le acusa. 
.              .            .             .            .            .            .             . 

 
Exposición de Motivos de la Ley Núm. 5-2003.  (Énfasis nuestro). 

 
 Consecuentemente, precisa distinguir el debido proceso de ley 

impuesto por la Regla 70 de Procedimiento Criminal a los tribunales previo 

a aceptar una alegación de culpabilidad, del deber de un abogado de 

ofrecer asesoramiento legal adecuado y efectivo, según requerido por la 

Sexta Enmienda.  

.              .            .             .            .            .            .             .  
 

In sum, we have long recognized that the negotiation of a plea 
bargain is a critical phase of litigation for purposes of the 
Sixth Amendment right to effective assistance of 
counsel.  […]  The severity of deportation –“the equivalent of 
banishment or exile,” […]– only underscores how critical it 
is for counsel to inform her noncitizen client that he faces 
a risk of deportation [FN15]. 

 
 [Footnote 15: To this end, we find it significant that the 
plea form currently used in Kentucky courts provides 
notice of possible immigration consequences […] 
Further, many states require trial courts to advise 
defendants of possible immigration consequences]. 
.              .            .             .            .            .            .             .  

 

Padilla v. Kentucky, 559 US, a las págs. 373-374; nota al calce núm. 15.  
(Énfasis nuestro). 
 
 Así, el Tribunal Supremo federal hizo hincapié en la importancia de 

una asistencia legal efectiva a pesar de las advertencias contenidas en el 

formulario firmado por el Sr. Padilla.  No se puede pasar por alto que, 

[…] [t]he court in the plea colloquy, required by the Fifth 
Amendment, and defense counsel under the Sixth 
Amendment[,] serve fundamentally different purposes in 
our constitutional scheme.  As Sixth Amendment 
jurisprudence has established, the right to counsel is 
“indispensable” to a fair adversarial system.  The role of 
defense counsel is to investigate, advise and counsel her 
client through every phase of the criminal process.  The 
court, as a neutral arbiter, cannot fulfill this role.  The 
language, logic and history of Padilla all counsel against 
allowing simple plea colloquies to “cure” Padilla 
violations.  As the Supreme Court did in Gideon, courts 
should continue to reject the premise that they can fulfill 
the role of defense counsel in ensuring a fair criminal 
process, be it at the plea stage, where most convictions 
occur, or at trial.  […] 

 
D. M. Lang, Padilla v. Kentucky: The effect of plea colloquy warnings on 
defendants’ ability to bring successful Padilla claims, 121 Yale LJ 944, 996-
997 (2012). 
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III. 

Nos corresponde resolver si el asesoramiento brindado por el Lic. 

Vital al Sr. Peña cumplió con lo establecido por el Tribunal Supremo federal 

en el citado caso de Padilla v. Kentucky.  Evaluadas las sendas posturas 

de las partes litigantes, resolvemos que el Lic. Vital tenía un deber de 

informar al Sr. Peña que su alegación de culpabilidad por un delito de 

violencia doméstica lo tornaba removible bajo la Ley INA y no lo hizo, por 

lo que procede revocar la determinación recurrida.   

No obstante, al igual que en Padilla v. Kentucky, la procedencia del 

remedio solicitado por el Sr. Peña para que se deje sin efecto su alegación 

de culpabilidad dependerá de si puede probar que sufrió un perjuicio 

como consecuencia del asesoramiento inadecuado recibido, ya que dicha 

controversia no está sujeta a nuestra jurisdicción revisora, por no haber 

sido atendida por el tribunal primario26.  Debido a que los errores están 

estrechamente relacionados, los atenderemos conjuntamente. 

En primer lugar, se impone recalcar lo resuelto por el Tribunal 

Supremo federal en Padilla v. Kentucky: cuando la ley no es clara y 

sucinta, el abogado defensor debe asesorar a su cliente a los efectos 

de que las acusaciones que pesan en su contra conllevan un riesgo 

de consecuencias adversas sobre su estatus migratorio.  Sin 

embargo, cuando las consecuencias son claras, el deber de brindar 

asesoramiento correcto es imprescindible. 

En su resolución, el foro recurrido consignó que determinar que el 

Sr. Peña estaría sujeto a una deportación obligatoria no era fácilmente 

identificable, por lo que el Lic. Vital únicamente tenía que explicarle a este 

sobre el riesgo de una deportación y así lo hizo.  Fundamentó su conclusión 

en que, para determinar que el Sr. Peña estaba sujeto a una deportación 

ineludible, había que interpretar distintas disposiciones de la Ley INA 

conjuntamente, incluso aquellas relacionadas con la cancelación de la 

                                                 
26 Cabe mencionar que el Sr. Peña aseveró en su declaración jurada que habría ido a 
juicio de conocer las consecuencias migratorias de su alegación de culpabilidad. 
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remoción y la definición de “convicción”, así como referirse a la 

jurisprudencia interpretativa.  No le asiste la razón. 

Por un lado, debemos apuntar que el foro recurrido no atendió en 

su resolución la declaración jurada presentada por el Sr. Peña, en la 

que afirmó que el Lic. Vital le había explicado que no iba a tener 

problemas con su estatus migratorio, ya que la pena sería menor de 

un año, y luego el caso sería archivado.  A pesar de que dicha 

declaración jurada no fue atendida en la resolución recurrida, lo consignado 

en ella encuentra apoyo en lo expresado por el Lic. Vital previo a que el 

tribunal aceptara la alegación de culpabilidad del Sr. Peña.  A saber: 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Señora Juez… 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Quisiera un minuto traer a colación que también quiero dejar 
para el récord que se le explicó a Rodolfo… 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
…tanto por este servidor como por… ¿el nombre de ella? 
 
COORDINADORA  
Diana Rullán 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Por Diana… 
 
HON. JUEZ 
Por la coordinadora, ajá. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Sí, le explicamos el proceso de las posibilidades por el hecho 
de él ser extranjero… 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
…residente legal, pero extranjero. 
 
HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
El tiempo que conlleva una deportación. 
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HON. JUEZ 
Sí. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Que, aunque la alegación, la pena sugerida es menos de un 
año y[27]… tengo aquí quince días 
 
HON. JUEZ 
Ajá, sí, porque estoy haciendo alegación por… la pena de 
cárcel sería de diez meses quince días… 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Correcto. 
 
HON. JUEZ 
…de no cualificar para el desvío. 
 
LCDO. VITAL VÁZQUEZ 
Correcto, sí, referido al desvío, pero se le explicó que es 
discrecional de…verdad, de la Agencia Federal de 
Inmigración.  (Ininteligible) de que es caso a caso; por lo 
menos esa es la experiencia de la Coordinadora de 
Desvío.  Todo eso se le explicó a él y a su hermano que 
estaba presente. 
.              .            .             .            .            .            .             .  

 
 De lo anterior surge claramente que el Lic. Vital no orientó al Sr. 

Peña acorde con lo establecido en la Ley INA, sino que se apoyó en la 

experiencia de la Coordinadora del Programa de Desvíos y aseguró al 

Sr. Peña, erróneamente, que su deportación sería discrecional, ya que 

ello se manejaba “caso a caso”.  Consecuentemente, nos vemos 

impedidos de concluir que dicha advertencia fuera adecuada y efectiva, 

según exigido por la Sexta Enmienda.  

En Padilla v. Kentucky, el Tribunal Supremo federal fue contundente 

al opinar que la sección aplicable al Sr. Padilla era clara, en cuanto a la 

obligatoriedad de la deportación.  En ese sentido, recalcó que el 

representante legal del Sr. Padilla pudo haber determinado con facilidad 

que una convicción por dicho delito conllevaría la deportación de su cliente, 

pues la sección aplicable se refería a un delito en específico y no a una 

clasificación general de delitos.  En este caso, la sección aplicable al Sr. 

Peña es prácticamente idéntica a la aplicable al Sr. Padilla y, por tanto, 

                                                 
27 Cabe señalar que, al amparo de la Ley INA, los crímenes que implican bajeza moral 
(moral turpitude), y cuyas penas conllevan un año o más de encarcelamiento, convierten 
al convicto en removible.  Véase, 8 USCA sec. 1227 (a) (2) (i). 
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igual de clara, sucinta y específica al momento de auscultar sus 

consecuencias.  A saber:   

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
 (a) Classes of deportable aliens 
 
Any alien (including an alien crewman) in and admitted to the 
United States shall, upon the order of the Attorney General, 
be removed if the alien is within one or more of the 
following classes of deportable aliens: 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
(2) Criminal Offenses 
 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 
(E) Crimes of domestic violence, stalking, or violation of 
protection order, crimes against children and 
 
(i) Domestic violence, stalking, and child abuse 
 
Any alien who at any time after admission is convicted of 
a crime of domestic violence, a crime of stalking, or a 
crime of child abuse, child neglect, or child abandonment 
is deportable.  For purposes of this clause, the term "crime 
of domestic violence" means any crime of violence (as defined 
in section 16 of title 18, United States Code) against a person 
committed by a current or former spouse of the person, by an 
individual with whom the person shares a child in common, by 
an individual who is cohabiting with or has cohabited with the 
person as a spouse, by an individual similarly situated to a 
spouse of the person under the domestic or family violence 
laws of the jurisdiction where the offense occurs, or by 
any other individual against a person who is protected from 
that individual's acts under the domestic or family violence 
laws of the United States or any State, Indian tribal 
government, or unit of local government. 
.              .            .             .            .            .            .             .  
 

8 USCA sec. 1227 (a) (2) (E) (i).  (Énfasis en el original y nuestro). 

 Por tanto, no podemos avalar la conclusión del foro primario, a los 

efectos de que la Ley INA no era clara en cuanto a las consecuencias sobre 

su estatus migratorio que tendría la alegación de culpabilidad por violencia 

doméstica del Sr. Peña.  Tampoco nos convence el argumento del 

Ministerio Público en cuanto a que dicha sección dispone que el Fiscal 

General “podría” iniciar la remoción de las clases de extranjeros nombrados 

en ella, por lo que la orientación del Lic. Vital había sido suficiente y acorde 

con dicha ley.   

Según expuesto, en el contexto legal, la palabra “shall” no se utiliza 

indistintamente de “may”, por lo que la sec. 237 de la Ley INA le impone un 
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deber a dicho funcionario de tramitar la deportación de los extranjeros 

convictos de cometer los delitos ahí enumerados.  A su vez, el Tribunal 

Supremo federal reconoció que la discreción de la que gozaba el Fiscal 

General de los EE UU para intervenir en los procedimientos de remoción 

ha sido eliminada.28  Según la ley vigente, cuando un extranjero es convicto 

de cometer algún delito tipificado en la Ley INA como un deportable 

offense, su remoción es prácticamente inevitable29.  

De otra parte, la definición de “convicción” contenida en la ley INA 

es igualmente clara, sucinta y sencilla.  De una simple lectura de su 

definición surge, de manera inequívoca, que el Sr. Peña constituye un 

convicto para propósitos de dicha legislación, independientemente de si 

este se considera como un convicto en Puerto Rico, conforme a lo 

establecido en la Ley Núm. 54.  A saber: lo determinante es lo establecido 

en la Ley INA. 

Consecuentemente, el asesoramiento brindado al Sr. Peña, a los 

efectos de que su deportación sería discrecional, según la experiencia de 

la Coordinadora del Programa de Desvíos, no fue efectivo ni adecuado, a 

la luz de la totalidad de las circunstancias y las normas prevalecientes de 

la profesión30.  Su abogado tenía el deber de explicar al Sr. Peña que, 

                                                 
28 Cabe señalar que, “[i]n 1996, Congress also eliminated the Attorney General’s 
authority to grant discretionary relief from deportation, […], an authority that had been 
exercised to prevent the deportation of over 10,000 noncitizens during the 5-year period 
prior to 1996”.  Padilla v. Kentucky, 559 US, a la pág. 363. 
 
29 “Under contemporary law, if a noncitizen has committed a removable offense […] his 
removal is practically inevitable but for the possible exercise of limited remnants of 
equitable discretion vested in the Attorney General to cancel removal for noncitizens 
convicted of particular classes of offenses.”  Padilla v. Kentucky, 559 US, a las págs. 
363-364.  (Énfasis nuestro). 
 
30 A modo de ejemplo, el American Bar Association estableció, entre los estándares 
aplicables a los abogados defensores en el sistema de justicia criminal, el siguiente 
estándar: 

 
Standard 4-5.5 - Special Attention to Immigration Status and 
Consequences  
 
(a) Defense counsel should determine a client’s citizenship and 
immigration status, assuring the client that such information is important 
for effective legal representation and that it should be protected by the 
attorney-client privilege.  Counsel should avoid any actions that might 
alert the government to information that could adversely affect the 
client. 
 
(b) If defense counsel determines that a client may not be a United States 
citizen, counsel should investigate and identify particular 
immigration consequences that might follow possible criminal 
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acorde con la Ley INA, una alegación de culpabilidad por un crimen de 

violencia doméstica conllevaría, con toda probabilidad, el inicio de un 

procedimiento de remoción en su contra31. 

Ahora bien, somos conscientes de que el Tribunal de Primera 

Instancia impartió las correspondientes advertencias, acorde con lo 

requerido por el debido proceso de ley y las Reglas 70 y 72 de 

Procedimiento Criminal.  Sin embargo, no se puede fusionar el deber del 

tribunal de seguir el debido proceso de ley con la obligación del Lic. Vital, 

como representante legal del Sr. Peña y al amparo de la Sexta 

Enmienda, de cumplir con su deber de brindar una orientación legal 

adecuada y eficaz.  

Nos llama la atención que, en Padilla v. Kentucky, la alegación 

preacordada firmada por el Sr. Padilla contenía una advertencia general 

sobre el riesgo de deportación que conllevaría dicha alegación, mas ello no 

alteró la opinión mayoritaria del Tribunal Supremo federal, que le impuso 

un deber particular al abogado defensor y optó por no atender la 

controversia al amparo de la cláusula del debido proceso de ley.  De otra 

parte, resolver que las advertencias del tribunal primario subsanan, por sí 

solas, un asesoramiento constitucionalmente deficiente implicaría que 

                                                 
dispositions.  Consultation or association with an immigration law 
expert or knowledgeable advocate is advisable in these 
circumstances.  Public and appointed defenders should develop, or seek 
funding for, such immigration expertise within their offices. 
 
(c) After determining the client’s immigration status and potential adverse 
consequences from the criminal proceedings, including removal, 
exclusion, bars to relief from removal, immigration detention, denial of 
citizenship, and adverse consequences to the client’s immediate family, 
counsel should advise the client of all such potential consequences 
and determine with the client the best course of action for the client’s 
interests and how to pursue it. 
 
(d)  If a client is convicted of a removable offense, defense counsel should 
advise the client of the serious consequences if the client illegally returns 
to the United States. 

 
Véase, Criminal Justice Standards for the Defense Function, American Bar Association, 
4th ed., American Bar Association (2015), 
https://www.americanbar.org/groups/criminal_justice/standards/DefenseFunctionFourthE
dition-TableofContents.html (última visita el 30 de agosto de 2018).  (Énfasis en el original 
y nuestro). 
 
31 En Padilla v. Kentucky, el Tribunal Supremo no se expresó sobre el deber de los 
abogados de asesorar a sus clientes sobre si podrían cualificar para la cancelación de la 
remoción, por lo que no pasaremos juicio sobre la carencia de dicha orientación. 
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ningún extranjero convicto en Puerto Rico podría impugnar exitosamente 

el asesoramiento legal brindado respecto a las consecuencias migratorias 

de una alegación de culpabilidad.   

A la luz de lo anterior, concluimos que el tribunal primario erró al 

declarar sin lugar la petición del Sr. Peña, por lo que procede revocar la 

resolución recurrida.  Las consecuencias migratorias de la alegación de 

culpabilidad por violencia doméstica realizada por el Sr. Peña surgen 

claramente de la Ley INA, por lo que el asesoramiento legal ofrecido por el 

Lic. Vital fue irrazonable a la luz de la totalidad de las circunstancias y las 

normas prevalecientes de la profesión. 

Cual opinado por el Tribunal Supremo federal en Padilla v. Kentucky, 

las enmiendas realizadas a la Ley INA, que ampliaron los delitos que 

provocan una remoción automática y prácticamente eliminaron la 

discreción para cancelar dicho procedimiento, exigen que los abogados 

ofrezcan un asesoramiento legal preciso a sus clientes.  Particularmente, a 

la luz de la gravedad que implica una posible deportación. 

Por tanto, el foro apelado erró al concluir que no fue deficiente el 

consejo brindado por el Lic. Vital al Sr. Peña.  No obstante, ello, por sí solo, 

no conlleva que proceda automáticamente la concesión del remedio 

solicitado por el Sr. Peña (la anulación de su alegación de culpabilidad a 

raíz del preacuerdo con el Ministerio Público).  Para que proceda dicho 

remedio, es necesario que el Sr. Peña demuestre, de forma 

preponderante, que, probablemente, hubiese rechazado el 

preacuerdo de haber recibido el consejo legal constitucionalmente 

requerido. 

Así pues, procede devolver este trámite al Tribunal de Primera 

Instancia para que el Sr. Peña presente prueba con el fin de demostrar lo 

anterior.  Al respecto, resaltamos que el perjuicio requerido no se 

demuestra con aseveraciones conclusorias luego del hecho, sino que ello 

debe demostrarse con prueba contemporánea al proceso que culminó en 



  

 

 

KLAN201800324  32 
 

 

la alegación de culpabilidad.  En Jae Lee v. US, el Tribunal Supremo federal 

lo consignó así: 

Courts should not upset a plea solely because of post hoc 
assertions from a defendant about how he would have 
pleaded but for his attorney’s deficiencies. Judges should 
instead look to contemporaneous evidence to substantiate a 
defendant’s expressed preferences. 

 
Jae Lee v. US, 137 S. Ct., a la pág. 1967 

 
En dicho caso, por ejemplo, se demostró el perjuicio requerido 

porque se probó que, antes de aceptarse el preacuerdo, el imputado 

había manifestado, tanto al abogado como al tribunal sentenciador, que era 

de suma importancia para él lo relacionado con las posibles consecuencias 

del proceso para su estado migratorio.  Ello, unido al hecho de que el allí 

imputado fue asesorado incorrectamente a los efectos de que no 

enfrentaría una deportación como consecuencia del proceso penal, y a la 

luz de los fuertes lazos que el imputado tenía con los Estados Unidos (en 

contraste con una muy tenue conexión con su país de origen), llevó al 

tribunal a concluir que se había demostrado el elemento de perjuicio exigido 

por la jurisprudencia. 

En este caso, a base del récord ante nosotros, no nos es posible 

concluir que se hubiese establecido el perjuicio requerido al amparo del 

estándar de Jae Lee.  Hasta el momento, la prueba consiste, precisamente, 

en aquella que el Tribunal Supremo federal considera insuficiente en estas 

circunstancias: aseveraciones conclusorias post hoc sobre lo que hubiese 

hecho el Sr. Peña de haber recibido asesoría legal adecuada. 

No cabe duda de que el Sr. Peña fue advertido (contrario a lo 

sucedido en Padilla v. Kentucky y en Jae Lee v. US) de que podría ser 

deportado como consecuencia del preacuerdo.  Por tanto, al devolver este 

asunto al foro primario para que reciba la prueba pertinente, le corresponde 

al Sr. Peña demostrar que la diferencia entre la asesoría ofrecida por su 

abogado (i.e., que “podría” ser deportado y que ello se suele atender caso 

a caso) y la asesoría que debió recibir (i.e., que su deportación resultaba 

mandatoria) era lo suficientemente significativa, en sus circunstancias, 
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como para concluir que, probablemente, no habría aceptado el preacuerdo 

en controversia de haber recibido el asesoramiento al que tenía derecho.       

IV. 

Por las razones antes expuestas, expedimos el auto de certiorari y 

revocamos la resolución del 25 de enero de 2017, notificada el 31 de enero 

de 2017, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, y 

devolvemos, para que el foro recurrido celebre una vista evidenciaria con 

el fin de brindarle al Sr. Peña la oportunidad de demostrar que, de no haber 

sido por el error cometido por su representante legal, no hubiese aceptado 

declararse culpable.  Es decir, el Sr. Peña deberá pasar prueba sobre qué 

perjuicio, si alguno, sufrió como consecuencia del asesoramiento legal 

erróneo brindado. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


